TUTELA DE 1ª INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 22 04 003 2016 00069 00

ACCIONANTE: EDWIN ALBERTO DÍAZ RAMOS
ACCIONADOS: UARIV Y OTROS 
 ASUNTO: CONCEDE 

DERECHO DE PETICIÓN/ Lesión por falta de respuesta sobre ayudas humanitarias/ Presunción de veracidad/ Improsperidad de la tutela respecto a petición de subsidio de vivienda que no aparece presentada
“En el caso sub examine encuentra la Sala que frente a  la pretensión principal del señor Edwin Alberto Díaz Ramos tendiente a que la UARIV le continúe entregando las ayudas humanitarias que venía percibiendo y que al parecer fueron suspendidas porque la entidad le iba a reconocer la indemnización administrativa a la que considera tiene derecho por ser víctima del desplazamiento, la UARIV guardó silencio.  De tal manera, que con fundamento en el principio de la buena fe que le asiste a los particulares en sus declaraciones, este Tribunal tendrá como ciertas las manifestaciones plasmadas por el accionante en su demanda en cuanto a que no ha recibido respuesta alguna a su petición por parte de la entidad accionada. Por lo tanto, en este caso en concreto resulta viable dar lugar a la aplicación a la regla sobre la presunción de veracidad (…)” 

“En relación al subsidio de vivienda al que hizo alusión el accionante, no se encuentra acreditado que el mismo haya elevado una petición a FONVIVIENDA y que se encuentre pendiente de resolver.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-214 de 2011, T-142 de 2012 y T-192 de 2013. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  ocho (8) de  abril  de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.298
Hora: 2:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el señor  Edwin Alberto Díaz Ramos contra de la Unidad de  Atención y Reparación  Integral para las Víctimas, de ahora en adelante UARIV.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Edwin Alberto Díaz Ramos que se encuentra incluido en el registro único de víctimas desde el 12 de marzo de 2004 por lo que desde hace 13 años viene recibiendo ayudas humanitarias, pero de forma incompleta. Con respecto a los subsidios de vivienda, indicó que le prometieron la suma de $40.000.000 pero sólo recibió $4.400.000.

Señaló que presentó un derecho de petición para la entrega de la indemnización administrativa, pero no ha recibido respuesta alguna, pues en la UARIV con sede en Pereira le indican que debe acudir a tal solicitud en la ciudad de Bogotá.

Indicó que en el año 2015 lo “agendaron” en el PAARI para recibir una ayuda humanitaria y para la entrega de la indemnización, pero luego de mucha espera y de haber tramitado por Santa Rosa de Cabal y Pereira, ahora le digan que debe postularse nuevamente que le den una cita para recibir la indemnización aludida, a sabiendas que requiere del dinero para su preparación personal y para “montar” un negocio que le permita tener un nivel de vida adecuado y digno.

2.2. Por lo tanto, el accionante en el acápite de pretensiones solicitó: que se disponga y ordene a la UARIV que “se me respete el derecho a la vida, la integridad personal, la dignidad, la no discriminación”. (Folio 6)

2.3. El actor adjuntó copias de los siguientes documentos:  i) constancia expedida por el encargado de COOTRANSPAL del 19 de noviembre de 2015 en la que certifica que el señor Edwin Alberto Díaz Ramos se desempeñó como conductor de esa compañía entre los años 2000 al 2005, ii) resultado del plan de atención, asistencia y reparación integral expedido por la UARIV; iii) diagnóstico de optometría; iv) resultado de examen endoscópico; v) copia de un escrito del 15 de julio de 2015 dirigido a la “UAO” Unidad para la Atención y Reparación Integral Víctimas; vi) respuesta del 30-07-2015 emitida por la Secretaría de Desarrollo Social y Político; vii) certificación expedida por el Banco Agrario de Colombia del 3 de marzo de 2015 (Fls. 7-16).
2.4. Mediante auto del 12 de junio se avocó el conocimiento de la presente acción, en se ordenó correr traslado de la demanda a la UARIV y ordenó vincular a FONVIVIENDA y al DPS (Fl. 14).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL –DPS 
La jefe jurídica de la entidad se refirió a la  normativa correspondiente al programa de las 100 mil viviendas donde se le asigna la competencia a FONVIVIENDA para la entrega de los subsidios de vivienda a la población desplazada.    Así mismo, relacionó lo concerniente a la competencia legal de la UARIV para entregar las ayudas humanitarias y el reconocimiento de la indemnización administrativa.
Lo anterior, con el fin de concluir que las pretensiones del accionante son de competencia exclusiva de FONVIVIENDA y la UARIV; por lo tanto, consideró que el DPS no está legitimada en la causa por pasiva  y en tal sentido, la acción de tutela no está llamada a prosperar en contra de esa entidad ante la inexistencia de vulneración de fundamentales al actor. (Fls. 31-51)
3.2. FONDO NACIONAL DE VIVIENDA –FONVIVIENDA

Su apoderado especial informó que en esa entidad no existe radicado derecho alguno por parte del accionante.

Puso en conocimiento que el hogar del señor Edwin Alberto Díaz se postuló para la convocatoria realizada por FONVIVIENDA para desplazado del año 2004 en la modalidad de arrendamiento de vivienda (urbana) para hogares propietarios y no propietarios, en proyecto individual en Pereira, siendo su estado actual “asignado” con subsidio vigente por un valor total de $4.475.000.  Por lo tanto, el accionante si aún no lo ha hecho, puede acercarse a la caja de compensación de Risaralda para que lo orienten acerca del trámite correspondiente para realizar la movilización del subsidio otorgado por FONVIVIENDA, de esta manera le brindarán información adicional que requiera sobre el subsidio de vivienda familiar en desarrollo del contrato de encargo de gestión celebrado entre FONVIVIENDA y CAVIS. 
Por lo tanto, indicó que dada la condición de asignado que ostenta el hogar del actor, se opone a la prosperidad de la presente acción de tutela frente  a FONVIVIENDA, ante la ausencia de vulneración de derechos fundamentales, ya que esa entidad viene realizando todas las actuaciones necesarias para garantizar el beneficio habitacional de los hogares en situación de desplazamiento que han cumplido con todos los requisitos previos establecidos para obtener tal beneficio, por lo tanto, considera que el amparo es improcedente por carencia actual de objeto. (Fls. 69-71)

Adjuntó copia de la consulta de información histórica del accionante (Fls. 72-74) 
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1.  En este caso la  acción de amparo fue promovida por el señor  Edwin Alberto Díaz Ramos por la presunta vulneración sus derechos fundamentales por parte de la UARIV, demanda que fue enviada directamente por el señor Díaz Ramos a la Corte Constitucional, la cual remitió dicha demanda según lo dispuesto en auto del 27 de enero de 2016, al considerar que los competentes para conocer de dicha demanda son los Tribunales Superiores del Distrito Judicial, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura de Pereira (folios 20 y 21).

En cumplimiento a lo dispuesto por la Sala Plena de la Corte Constitucional, se avocó el conocimiento del presente trámite y se ordenó vincular al mismo a FONVIVIENDA y al DPS.  (Folio 26)

4.2. PROBLEMA JURÍDICO 

Corresponde a esta Sala establecer si la entidad accionada y demandadas  han vulnerado al actor derecho fundamental alguno, de manera que proceda el amparo reclamado.

4.3 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un  particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su  protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.4 Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u  ofensa  concreta frente a  una persona determinada. 

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales.

4.5 Sobre el derecho de petición

4.5.1 El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.2. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte de la accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”
En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición. Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

A tales reglas se agregaron dos más en la sentencia T-1006 de 2001:

“j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder;

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”

4.4.3. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

4.5. ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO

4.5.1.  De las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, se observa que el señor Díaz Ramos anexó copia de un formato expedido por la UARIV mediante el cual al accionante se le actualizan los datos del hogar según el Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral PAARI, con fecha de atención el 25/09/2015 (Fls. 9-11), copia de un derecho de petición con fecha del 15 de julio 2015 dirigido a la “UAO” (sic) Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas mediante el cual indicó que solicita “la indemnización por desplazamiento forzado desde el 12 de marzo de 2004”, el cual no tiene firma ni fecha de recibido (folio 14).  Así mismo, obra copia del oficio suscrito por el Coordinador del Punto de Atención a Víctimas de la Secretaría de Desarrollo  Social y Político de Pereira mediante el cual le informaron al señor Díaz Ramos que su petición había sido remitida a la UARIV por ser  los competentes de resolver la misma (folio 15).  

4.5.2. En lo que tiene que ver con el derecho fundamental de  petición de la población desplazada, la Corte Constitucional en sentencia T-192 de 2013 expuso que: 

“El artículo 23 de la Constitución Política otorga el derecho a la persona de "presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución". De acuerdo con esta definición, puede decirse que "[e]l núcleo esencial del derecho de petición reside en la [obtención de una] resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido" Unido a lo anterior, es necesario resaltar que no con cualquier comunicación devuelta al peticionario puede considerarse satisfecho su derecho de petición: una verdadera respuesta, si bien no tiene que ser siempre favorable a las pretensiones del peticionario, sí debe cumplir con los  requisitos de ser oportuna, resolver de fondo lo solicitado de manera clara, precisa y congruente, además de ser puesta en conocimiento del peticionario.

 Igualmente, el derecho de petición, sirve de instrumento que posibilita el ejercicio de otros derechos fundamentales, como por ejemplo en el caso de las personas en situación de desplazamiento, que a través de la petición buscan obtener alguna ayuda económica o subsidio que los ayude a mejorar su precaria situación. Así, puede decirse que "[e]l derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión", entre otros; o incluso los derechos fundamentales de la población desplazada.”  (Subrayas nuestras)
4.5.3. En el caso sub examine encuentra la Sala que frente a  la pretensión principal del señor Edwin Alberto Díaz Ramos tendiente a que la UARIV le continúe entregando las ayudas humanitarias que venía percibiendo y que al parecer fueron suspendidas porque la entidad le iba a reconocer la indemnización administrativa a la que considera tiene derecho por ser víctima del desplazamiento, la UARIV guardó silencio.  De tal manera, que con fundamento en el principio de la buena fe que le asiste a los particulares en sus declaraciones, este Tribunal tendrá como ciertas las manifestaciones plasmadas por el accionante en su demanda en cuanto a que no ha recibido respuesta alguna a su petición por parte de la entidad accionada.  Por lo tanto, en este caso en concreto resulta viable dar lugar a la aplicación a la regla sobre la presunción de veracidad, dispuesta en el artículo  20 del Decreto 2591 de 1991, que señala 

“Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa.” 

Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia T-214 de marzo 28 de 2011, explicó que: 

“la presunción de veracidad fue concebida como un instrumento para sancionar el desinterés o negligencia de la entidad pública o particular contra quien se ha interpuesto la demanda de tutela, en aquellos eventos en los que el juez de la acción requiere informaciones y las entidades o empresas no las rinden dentro del plazo respectivo, buscando de esa manera que el trámite constitucional siga su curso, sin verse supeditado a la respuesta de las entidades referidas”
Por lo anterior, esta Corporación presume ciertos los hechos narrados por la accionante, a quien no le han sido resueltas sus inquietudes por parte de la UARIV, lo que se reitera, genera una transgresión a su derecho fundamental de petición, siendo pertinente la intervención del juez constitucional a fin de restablecerlo y por ende está obligado a hacer uso de los mecanismos y facultades que le otorgan la Constitución y la ley para que profiera la orden pertinente que garantice dicha prerrogativa, toda vez que la actora no cuenta con otro mecanismo judicial idóneo para hacer valer la misma.   

Consecuente con lo concluido, se ordenará a la Dirección General de la Unidad para la Atención y Reparación Integral para las Víctimas UARIV que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo, le informe al señor Edwin Alberto Díaz Ramos sobre el estado de su solicitud tendiente a que se le otorgue la indemnización administrativa por ser víctima de desplazamiento, lo cual será comunicado al accionante su dirección calle 21 No.14-49 de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, celular No.3105358379.  

4.5.4. En relación al subsidio de vivienda al que hizo alusión el accionante, no se encuentra acreditado que el mismo haya elevado una petición a FONVIVIENDA y que se encuentre pendiente de resolver.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Edwin Alberto Díaz Ramos.
SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección General de la Unidad para la Atención y Reparación Integral para las Víctimas UARIV que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo, le informe al señor Edwin Alberto Díaz Ramos sobre el estado de la solicitud tendiente a que se le otorgue la indemnización administrativa por ser víctima de desplazamiento, lo cual será comunicado al accionante su dirección calle 21 No.14-49 de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, celular No.3105358379.  
TERCERO: DESVINCULAR del presente trámite a FONVIVIENDA y al DPS.
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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